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Resumen

La presente investigación analiza las medidas alternas 
para la resolución de conflictos penales en Honduras du-
rante 2020-2021. Se examinan los antecedentes, la im-
plementación y los resultados de estas medidas, como la 
conciliación y la suspensión condicional del proceso. La 
investigación destaca la necesidad de fortalecer la capa-
citación y promover el uso de métodos alternos para me-
jorar la eficiencia y reducir la carga judicial, contribuyen-
do a una justicia más accesible y humana.
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INTRODUCCIÓN

El presente trabajo es una investigación sobre las medidas 
alternas de resolución del conflicto de naturaleza penal 
en un contexto de reforma de la justicia penal en Amé-
rica Latina en Honduras, en el período del 2020 al 2021.  

El objetivo de esta investigación es presentar cuál ha 
sido el uso de las medidas alternas de resolución del con-
flicto penal y su comportamiento, primero, mostrar una 
panorámica de las legislaciones y normativas y su fun-
damentación para su aplicación, y segundo, indicar ci-
fras y porcentajes totales y actualizados de las personas 
a las que se les aplicó las medidas alternas en Honduras, 
en el período del 2020 al 2021.  

La importancia de esta investigación radica en ana-
lizar la situación actual de las medidas alternas para la 
resolución de conflictos y que sirva como fundamento 
para futuros análisis y estudios de la aplicación de estas, 
todo esto en el contexto de la reforma de la justicia pe-
nal en América Latina.

Por todo lo anterior, esta investigación es precisa, pun-
tual y, sobre todo, de gran interés para los funcionarios 
que están participando en todo el proceso penal. Esta in-
vestigación beneficia a toda la sociedad, la comunidad ju-
rídica, funcionarios públicos de la administración pública 
y de justicia y académicos del tema.

En el primer capítulo se presentan los aspectos ge-
nerales de la investigación, la explicación del contexto 
del problema, sus objetivos, justificación y aspectos rele-
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vantes. En el segundo capítulo, que es el marco teórico, 
se hace mención de los estudios e investigaciones que se 
han realizado sobre el tema y la fundamentación legal de 
este. En el capítulo 3, se indica el diseño metodológico 
de la investigación, en el capítulo 4 los hallazgos encon-
trados en el estudio y en el capítulo 5 las conclusiones y 
recomendaciones de la investigación.
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Capítulo I: Aspectos generales de 
la Investigación

1. Antecedentes

La Reforma de la justicia penal en América 
Latina.

La justicia ha venido ocupando, aunque con lentitud, 
un plano importante dentro de los temas políticos e ins-
titucionales de la región. La razón de ello era evidente, la 
región no la había enfrentado con la profundidad reque-
rida y, por tanto, el tratamiento debido a la cuestión de 
la justicia, la cual ha evolucionado muy lentamente en el 
pasado siglo. Para el profesor Ramón De la Cruz Ochoa 
“la desigualdad entre desarrollo económico y político, in-
cluso institucional con la organización de la Justicia ha 
contribuido al agotamiento y deterioro de las estructuras 
y procedimientos judiciales, y a la llamada «crisis» de la 
que tanto se habló en la postrimería del siglo XX” (2000).

Para Benavides Vanegas, “las reformas a la justicia en 
América Latina se han realizado para mejorar la eficien-
cia de la administración de justicia, debido al aumento 
en la litigiosidad y que en la región cada vez son más los 
casos que quedan sin resolución dentro del sistema de 
justicia” (2016). Este proceso de reforma se ha realizado 
en diversos momentos. 

En la década de los 70’, con el movimiento derecho y 
desarrollo, hubo una primera ola, promovida desde Es-
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tados Unidos como parte de la Alianza para el Progre-
so, pero esas primeras reformas no se implementaron 
del todo y se limitaron a la educación legal, con resul-
tados bastante irregulares (Gardner, 1980). En el caso 
de la ola reformista de los 90’, cuando empezó a haber 
una serie de reformas a la administración de justicia y a 
las diferentes ramas dentro de ella, las más importantes 
a las constituciones políticas, trajeron consigo grandes 
transformaciones institucionales, como la creación de las 
fiscalías o procuradurías, defensoría pública, los consejos 
de la judicatura y las cortes constitucionales. 

Hay que destacar que la reforma de la justicia en los 
años 90 se manifestó en un proceso mundial de cambios 
y transformaciones de los sistemas políticos, el desman-
telamiento de los regímenes socialistas, la aparición de un 
nuevo orden político y la consolidación del mercado libre 
que encuentra en la globalización su expresión máxima, 
en donde, la economía y las finanzas ocupan una atención 
singular, concretamente con las Instituciones Financie-
ras Internacionales y las grandes corporaciones econó-
micas, que “no actúan exclusivamente en el ámbito de la 
economía de mercado, sino que con su poder económico 
determinan el funcionamiento de la política e instrumen-
talización en provecho a las instituciones y a las normas 
jurídicas” (Cárdenas, 2018). 

En este sentido y respecto a la fundamentación de la 
reforma varía, Benavides Vanegas expresa que el conato 
de reforma de los años 70´s radica en la sociología fun-
cionalista que señalaba a la necesidad de tener un siste-
ma de justicia eficiente para que los conflictos tuvieran 
una rápida resolución y para que, de ese modo, se recu-
pera la solidaridad social (2016); en el caso de la reforma 
de la década de los noventa se asocia a la inestabilidad de 
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los derechos. En las justificaciones se afirma que existe 
un número creciente de casos que están sin resolución 
por parte del sistema judicial, el cual se define como len-
to y atrasado, como el caso de los presos sin condena. En 
este sentido, la reforma plantea transformaciones orien-
tadas tendentes a agilizar el trabajo de la administración 
de justicia y a desformalizar su actividad con los procedi-
mientos alternos a la solución de los conflictos y entre-
ga a los particulares la administración de justicia, enten-
diendo que es fácil y rápido y que genera confianza en la 
ciudadanía. Pero también se incorporan mecanismos de 
justicia comunitaria, como los jueces de paz, para devol-
ver ciertos casos a la propia comunidad y evitar que en 
esas causas haya lentitud o ausencia de solución. 

Este proceso, basado en ideas liberales promueve una 
idea de “bienestar del ser humano” radicada en la no res-
tricción del libre desarrollo de las capacidades y de las li-
bertades empresariales del individuo dentro de un mar-
co institucional caracterizado por derechos de propiedad 
privada fuertes, mercados libres y liberados del comer-
cio, y el papel del Estado se reduce a crear y preservar el 
marco institucional apropiado para el desarrollo de estas 
prácticas (Harvey, 2005). Los valores que predominan en 
este modelo son los valores empresariales como la com-
petencia, el interés, la descentralización, la deslocaliza-
ción, el fortalecimiento del poder individual y las limita-
ciones a los poderes centrales. Se estima que las institu-
ciones estatales deben funcionar bajo los parámetros de 
competencia, eficiencia y eficacia de las empresas priva-
das y que, en lugar de promover el bien común o el de-
sarrollo de la sociedad civil y de la justicia social, el go-
bierno debe impulsar la transformación de la mentalidad 
burocrática y sustituirla por visiones empresariales para 
garantizar el libre mercado” (Cárdenas, 2018). 
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Estos cambios, entre otros, obligaron a que el tema 
de la justicia pasará a considerarse no sólo “un factor de 
desarrollo”, sino “destinada a impulsar el desarrollo” y 
visto desde la perspectiva económica, se considera a las 
leyes como “incentivos para el cambio de comportamien-
to (precios implícitos) y como instrumentos para el logro 
de los objetivos de las políticas (la eficiencia y la distri-
bución)” (Cooter, & Ulen, 2016). Así, la justicia, y par-
ticularmente la penal, que en su inicio postulaba como 
fundamento para su reforma la promoción y la tutela de 
los derechos humanos, comienza a verse en estrecha re-
lación con el desarrollo económico (justicia y economía), 
como un presupuesto para la seguridad de las inversio-
nes económicas, financieras y empresariales, y, por tan-
to, asegurar las grandes inversiones extranjeras direc-
tas en la región. La justicia y su importancia, pasa pues, 
de un interés “local” a un interés “regional”, y, su funda-
mentación del plano de los “derechos humanos”, al pla-
no predominantemente “económico”. Recientemente, por 
ejemplo, en junio de 2017 (Miami) y octubre de 2018 
(Departamento de Estado), EE. UU., México y los paí-
ses centroamericanos del triángulo norte debatieron so-
bre emigración, inversión y seguridad. En el primer en-
cuentro, denominado La Conferencia de Prosperidad y 
Seguridad en Centroamérica, que se realizó en Florida 
International University, en Miami, fue inaugurada por 
el secretario de Estado, Rex Tillerson, quien anunció la 
necesidad de “reforzar la seguridad nacional y proteger 
las fronteras de Estados Unidos”, con el fin de evitar la 
migración ilegal, resaltando que “un desarrollo econó-
mico sin seguridad no es posible la estabilidad” (Diario 
las Américas, 2017).

En la segunda conferencia, también denominada La 
Conferencia de Prosperidad y Seguridad en Centroamé-
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rica con la emigración como uno de sus temas centrales, 
se analizaron los avances de los proyectos realizados en 
el área y las políticas para promover la inversión, facili-
tar el crecimiento sostenido y mejorar las condiciones a 
favor de los negocios privados. Asimismo, el combate al 
crimen organizado, la reducción de la violencia, promo-
ver la cooperación en seguridad y detener la inmigra-
ción ilegal. Los gobiernos de El Salvador, Guatemala y 
Honduras, instituciones financieras y el sector privado 
anunciaron al término de la primera conferencia una in-
versión conjunta de dos mil 500 millones de dólares en 
proyectos de energía, transporte, agua y turismo en esos 
países; y las administraciones asumieron el compromiso 
de realizar cambios para mejorar el clima de negocios y 
la transparencia, y agilizar los procesos de formalización 
empresarial.” Los derechos humanos no fueron tema de 
agenda (NODAL, 2018). 

En la década de los años noventa, las agencias multi-
laterales de crédito (AMCs) como el Banco Interameri-
cano de Desarrollo, el Fondo Monetario Internacional 
o el mismo Banco Mundial insistieron en reconocer que 
las reformas macroeconómicas —reformas estructurales 
desde la década de los años setenta— no resultan efica-
ces ni sustentables si no se enmarcan en un contexto de 
gobernabilidad; esto es, si no se contaba con regulacio-
nes económicas adecuadas. Así, las reformas institucio-
nales —y en especial la reforma de la justicia— pasaron 
rápidamente a formar parte privilegiada en las agendas 
de las AMCs. “El buen gobierno (good governance) apa-
reció como un importante objetivo o precondición políti-
co-institucional, necesario para lograr los resultados que 
las reformas macroeconómicas y sectoriales no lograron 
producir per se. Y dentro de esta temática, el Poder Ju-
dicial, su legitimidad y eficiencia, comenzó a ser recono-
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cido como una pieza clave para el buen gobierno en ge-
neral, y un eficiente funcionamiento de los mercados en 
particular. La articulación del accionar de actores domés-
ticos e internacionales que, con distintas motivaciones, 
ubican en un mejoramiento del funcionamiento judicial 
un paso prioritario o precondición para alcanzar mayor 
legitimidad y eficiencia del gobierno democrático, ha ge-
nerado en América Latina un poderoso ambiente ideoló-
gico pro-reforma judicial.” (Graciosi, 2004).

En este sentido, como cita Gago Priale: “la teoría de 
la justicia para John Rawls está íntimamente relaciona-
da a la satisfacción de los bienes sociales, que permitirán 
el mejoramiento de las oportunidades de las personas” 
(2011). Este sería, como expresa Priale: 

“el centro de la estructura de la sociedad: de 
un lado, la mayoría de las libertades de la tra-
dición liberal y democrática, y por el otro, el 
establecimiento de un cuadro institucional 
que permita la distribución de la renta y la 
riqueza de manera tal que asegure la igual-
dad de oportunidades” 

La viabilidad de todo desarrollo depende, sin duda, 
de la estructuración y solidez de las instituciones pú-
blicas y legales, que organizan políticamente a la socie-
dad. Sin estas, entre las cuales destaca la justicia (inde-
pendiente e imparcial) la comunidad carece de norte y 
de medios para definir y realizar sus intereses y expec-
tativas comunes. Así pues, el desarrollo de una sociedad 
está condicionado, entre otros factores, por la existen-
cia de un Estado de Derecho constitucional y de justicia 
cuyo desempeño sea eficaz y eficiente. Las instituciones 
de justicia y del Estado de Derecho, constituyen la base 
del buen funcionamiento de las instituciones políticas y 
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de los procedimientos democráticos, y del respeto de los 
derechos humanos. Sin duda existe un vínculo lógico y 
funcional entre la calidad del Estado de Derecho y la es-
tabilidad política, el desarrollo y crecimiento económico 
y social de la sociedad. 

Esta correlación se vincula con estándares de mayor 
acceso a los sistemas de justicia y de los mecanismos o 
procedimientos de resolución alternos de conflictos de 
carácter penal, como un derecho a la satisfacción de ex-
pectativas de derechos y garantías de la población para 
garantizar una convivencia y paz social mínima. El desa-
rrollo debe sustentarse en mayores niveles de equidad y 
de acceso de todas las personas a las oportunidades. Es-
tas condiciones de equidad, participación y seguridad su-
ponen la existencia de instituciones públicas fuertes, ági-
les, transparentes, eficaces y eficientes, especialmente de 
la justicia, un árbitro que pueda hacer respetar las reglas 
(previas) del juego democrático y generar, en consecuen-
cia, seguridad jurídica que hace, precisamente, que una 
sociedad pueda desarrollarse y crecer económicamente y, 
en consecuencia, crecer socialmente con rostro humano.

Los derechos humanos en la dialéctica del desarrollo 
juegan un papel fundamental de principios verdaderos 
del sistema institucional, que definen el modelo constitu-
cional. Esta inescindible correlación llevó a Pérez Luño 
(1993) a considerar:

“El estrecho nexo de interdependencia gené-
tico y funcional entre el Estado de Derecho 
y los derechos fundamentales, ya que el Es-
tado de Derecho exige e implica para serlo 
garantizar los derechos fundamentales, mien-
tras que éstos exigen e implican su realiza-
ción al Estado de Derecho”. Por esta razón, 
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Pérez añade: “Cuanta más intensa se revela 
la operatividad del Estado de Derecho, ma-
yor es el nivel de tutela de los derechos fun-
damentales. De igual modo que en la medida 
en que se produce una vivencia de los dere-
chos fundamentales se refuerza la implanta-
ción del Estado de Derecho”. 

Esto, obviamente, es imposible en sociedades donde 
no hay constituciones políticas o habiendo, no hay divi-
sión de poderes, es decir, en sociedades gobernadas por 
un Estado absoluto, incompatible con las libertades indi-
viduales y políticas. En el estado policial del absolutismo, 
“el ejecutivo sólo necesitaba una orden del soberano para 
justificar sus actuaciones, en cambio, el Estado de Dere-
cho era considerado el hecho de que cualquier acto que 
interfiriera con la vida de los ciudadanos debía adoptar-
se en virtud de una ley” (Birkenmaier, 1997). Esto hace 
que la importancia del Estado según Besson, Waldermar 
y Gotthard, (1997) radique en el: 

“principio general de que toda actuación del 
Estado debe ser calculable y previsible. Sólo 
puede existir seguridad jurídica allí donde 
los ciudadanos saben con exactitud, qué es 
lo que el Estado puede hacer y qué es lo que 
ellos mismos deben hacer o dejar de hacer”. 

La justicia, según este pensamiento, es un mecanismo 
para el mejoramiento de la calidad de vida y un factor 
destinado a impulsar el desarrollo, sin perjuicio que no 
tenga un modelo de desarrollo predeterminado, ya que 
cada sociedad lo determina según sus necesidades. La 
justicia para este supuesto es lo justo, lo cual equivale a 
un bien tangible, relacionado a lo objetivo y socialmen-
te remarcable, no la justicia trascendental (Gago, 2011). 
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Por esta razón, Gago también señala que los insumos del 
desarrollo “deben de provenir del derecho y de la habili-
dad del Estado de generar o incentivar un sistema jurí-
dico que permita a la sociedad plural articularse interna-
mente y retroalimentarse permanentemente con el mis-
mo Estado”. Esto permite que el desarrollo se convier-
ta en un proceso de “expansión de las libertades reales 
de que disfrutan los individuos”, como expresó Amartya 
Sen, Premio Nobel de Economía de 1998: “Para este de-
sarrollo, es fundamental la eliminación de las fuentes de 
privación de libertad: la pobreza y la tiranía, la escasez 
de oportunidades económicas, el abandono de los servi-
cios públicos, la intolerancia o el exceso de intervención 
de los Estados represivos”. Desde la idea de Sen, Gago 
(2011) plantea que: 

“es el del desarrollo en su acepción integral: 
humano, social, económico, también político 
e institucional, y de la libertad real igualmen-
te plena: economía, civil, política. Desarrollo 
y libertad, entonces, se entrelazan y retroa-
limentan, no existen ni se dan, menos se ha-
cen sostenibles por su cuenta, más bien de-
pende el uno de la otra. De la respuesta a la 
pregunta cuán libres realmente son los ciu-
dadanos de un país de las varias cadenas que 
existen: pobreza, ignorancia, exclusión, de-
pende el saber si ese país es nada, poco o mu-
cho desarrollado”

2. Planteamiento del problema

Después de treinta años del inicio de la reforma, luego 
de muchos esfuerzos, ésta presenta aún problemas y re-
tos por resolver. En la investigación realizada por el Ins-
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tituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente (ILA-
NUD) en Latinoamérica, bajo la dirección científica del 
profesor Zaffaroni, sobre los derechos fundamentales 
en la instrucción penal en los países de América Latina 
(2007), se llegó a comprobar empíricamente las violacio-
nes de los derechos fundamentales de las personas impu-
tadas en la etapa preliminar o de investigación, la etapa 
que le corresponde dirigir al fiscal con la policía, llevada 
a cabo por el juez instructor en el modelo inquisitorial. 

En las conclusiones de la investigación se destacan 
hallazgos graves, violaciones propias de un proceso in-
quisitivo, identificadas en las nuevas legislaciones de cor-
te acusatorio. Por ejemplo, en la etapa de la instrucción 
penal practicadas por los cuerpos policiales, se advierte, 
entre otras cosas, que los detenidos (imputados) no go-
zan del derecho a la presencia de un defensor y se en-
cuentran incomunicados; que las declaraciones que brin-
dan los detenidos en la policía en el proceso el judicial 
no las excluye, les da valor probatorio contaminando la 
imparcialidad de los jueces, legitimando el modelo ma-
terialmente inquisitivo en sede acusatorio; que la policía 
y el Ministerio Público asumen poderes arbitrarios o in-
controlados (mismo del juez inquisitorial); también que 
el hecho de que la detención, custodia y alojamiento del 
detenido o imputado recaiga en un mismo cuerpo, debi-
lita la defensa del detenido; respecto al valor procesal de 
la prueba obtenida ilícitamente, quedó claro que existen 
en las normas procesales y prácticas judiciales orientadas 
a salvar las deficiencias en la investigación policial para 
permitir una valoración positiva de los elementos obte-
nidos ilícitamente; que estos vicios por parte de la judi-
catura revela que se ha adoptado a nivel latinoamerica-
no una doctrina jurídica de origen europeo que propicia 
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estados legales de derecho y no estados constitucionales 
de derecho, privilegiando la seguridad de respuesta por 
sobre la seguridad jurídica.

En el 2011, el ILANUD llevó a cabo otra investiga-
ción sobre las “Reformas al sistema de justicia penal en 
Japón y América Latina. Logros, problemas y perspecti-
va”, en las conclusiones generales se puso en evidencia 
(veintisiete años después de iniciada) las serias disfun-
cionalidades, o dicho en palabras de Binder “una tarea 
inconclusa e imperfecta” (2016). En esa investigación se 
analiza el alcance y logros del proceso de reemplazar el 
modelo inquisitorio por el modelo acusatorio y cómo ha 
sido la transición en la Región en la consolidación de un 
Estado de derechos y la reivindicación de la protección 
de los derechos humanos. Se estudia si se cumple con el 
objetivo del proceso Reforma de la administración de la 
justicia, que es brindar un sistema penal competente al 
velar por los derechos humanos y realidades de Estado.

En este sentido, entre algunos elementos esenciales 
que resaltan como problemáticas atenuantes en la refor-
ma de la justicia penal en América Latina se identifica-
ron los siguientes: el uso excesivo de la prisión preven-
tiva, la escasa implementación de mecanismos alternos 
a la Pena de prisión, los altos índices de impunidad en la 
administración de la justicias, los limitados presupues-
tos para la administración de la justicia, el escaso apoyo 
institucional a la Defensa pública, el predominio de una 
cultura inquisitorial entre los operadores de justicia, la 
cobertura mediática en los procesos de contrarreforma, 
la escasa articulación operativa entre el ministerio pú-
blico y el organismo técnico de investigación judicial, la 
necesidad de consolidar los nuevos roles de los actores 
procesales, entre otros.
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Estos problemas apuntan y exigen, sin duda, retos que 
no pueden posponerse y se propone como recomendacio-
nes, dotar de mayores garantías procesales a las partes 
dentro del proceso, de acuerdo con los estándares inter-
nacionales sobre la materia, y la búsqueda de mayor efi-
ciencia y eficacia procesal (ILANUD, 2011). Se orienta 
a la implementación de la oralidad en el sistema o mo-
delo procesal acusatorio, eliminando en lo posible la for-
malización del proceso o rigurosos formalismos escri-
tos, propios del modelo inquisitivo (como en pocos paí-
ses, como Panamá, que suprimió exitosamente el expe-
diente en el proceso). 

Así mismo, la región tiene el reto de racionalizar la 
intervención penal, es decir, considerar al Derecho pe-
nal como la última ratio, sobre todo en momentos que la 
región trata de desarrollar políticas de tolerancia cero o 
de ley y orden, que se traducen en mayor violencia con 
menos garantías, dirigidas especialmente a los sectores 
poblacionales empobrecidos, que demuestra, a propósi-
to, lo que el Estado puede hacer solo por ellos. Como ex-
presa en una entrevista al diario argentino La Nación, el 
sociólogo noruego Nils Christie (2007), la «prisión las-
tima a la gente». 

Por lo tanto, en la presente investigación se retoma 
como punto de partida y referencia las conclusiones y re-
comendaciones de la investigación del ILANUD del 2011, 
y se estudia la problemática del escaso uso de las medidas 
alternas para la resolución de conflictos, en el contexto 
de la reforma de la justicia penal en América latina, en 
Honduras, en el período del 2020 al 2021.

La utilización insuficiente de mecanismos alternos en 
los procesos judiciales debe entenderse como una salida 
para facilitar y dar respuestas efectivas, rápidas y opor-
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tunas a los conflictos y delitos de menor impacto social 
y de manera estratégica presentar soluciones a las dis-
putas en la sociedad. Aunque, las legislaciones contem-
plan como opción el uso de las medidas alternas, no se 
han fortalecido las condiciones institucionales y la ca-
pacitación a los funcionarios públicos para su práctica. 
Muchos funcionarios públicos se rehúsan a la aplicación 
de las medidas alternativas, ya que visualizan como una 
sustitución o privatización del proceso penal, y no como 
una herramienta jurídica complementaria en la práctica 
jurídica penal. Así, el aporte de la presente investigación 
además de valorar el estado de la cuestión de la aplicación 
de esta forma de resolución del conflicto permite sensi-
bilizar a la comunidad social, jurídica y funcionarial de 
la administración de justicia de la importancia y necesi-
dad vital de conocer e implementar a profundidad estos 
mecanismos alternativos para resolver los problemas los 
conflictos de naturaleza penal que, queramos o no, deri-
van de las contracciones sociales y humanas. 

Con base a lo anterior, para desarrollar esta investi-
gación se plantea la siguiente interrogante:

Formulación del problema

¿Cuál es la situación actual de la aplicación de las medi-
das alternas para la resolución de conflictos en Hondu-
ras, en el período del 2020-2021, en un contexto de re-
forma de la justicia penal en América Latina?
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Objetivos

Objetivo General

•	 Determinar la aplicación por las instituciones auto-
rizadas de las medidas alternas para la resolución 
de conflictos de naturaleza penal en el período com-
prendido de 2020 al 2021 en el país de Honduras, en 
el contexto de reforma de la justicia penal en Amé-
rica Latina.

Objetivos Específicos:

•	 Presentar las legislaciones, decretos y normativas vi-
gentes que regulan la aplicación de las medidas o pro-
cedimientos alternos para la resolución de conflictos 
penales en Honduras;

•	 Describir las medidas o procedimientos alternos para 
la resolución de conflictos penales, en el marco del 
Derecho procesal penal en Honduras;

•	 Indicar el fundamento y naturaleza de cada medida 
o procedimiento o mecanismo alterno para la reso-
lución de los conflictos penales, en el marco del De-
recho procesal penal en Honduras;

•	 Indicar en qué tipo de documento (actas, contratos, 
etc.) se dictamina la aplicación de los mecanismos de 
resolución del conflicto penal en Honduras, en el pe-
ríodo 2020-2021;

•	 Identificar el número de casos en los que se aplicó 
medidas o procedimientos alternos para la resolu-
ción de conflictos penales en Honduras, en el perío-
do 2020-2021;
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•	 Proponer soluciones para el incremento del uso de 
medidas o procedimientos alternos para la resolu-
ción de conflictos penales en Honduras.

4. Justificación

Los retos y aspectos por resolver de las asignaturas pen-
dientes de llevar a cabo en la reforma de la justicia penal 
en América Latina siguen vigentes. Diferentes investi-
gaciones realizadas por expertos en el tema y estudio-
sos académicos como el profesor Zaffaroni (2007), han 
resaltado y coinciden en que se deben fortalecer y brin-
dar más y mejores garantías procesales a todas las par-
tes involucradas en el proceso penal. Se debe buscar me-
canismos más eficientes y eficaces para las resoluciones 
de conflictos penales, y así, proponer nuevas normativas 
y regulaciones para crear procesos legales que den solu-
ciones y respuestas a las problemáticas sociales, econó-
micas y políticas.

En este sentido,  la presente investigación cobra im-
portancia, especialmente en presentar una panorámica 
general y actualizada de la aplicación de las medidas o 
procedimientos alternos para la resolución de conflictos 
de carácter penal, y la importancia de promover el uso 
frecuente de la mediación, conciliación, principio o cri-
terios de oportunidad, el desistimiento de la pretensión 
punitiva,  la suspensión condicional del procedimiento o 
suspensión del proceso sujeto a condiciones, negociación 
o acuerdos (de penas), la reparación integral del daño, el 
pago multas, etcétera, mecanismos que conllevan bene-
ficios al sistema judicial y a los implicados en la restau-
ración del orden y la paz social.
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Las implicaciones de la presente investigación bene-
fician a los funcionarios públicos de la administración de 
justicia en la judicialización solo de aquellos casos pena-
les graves, dejando para resolver los de escasa lesión so-
cial a manos de los actores del conflicto por medio de los 
mecanismos citados tantas veces; y a las partes en con-
flicto, promoviendo la cultura de la relación dialógica con 
la finalidad de promover una sociedad bajo los mínimos 
de convivencia y paz social. 

El producto de este trabajo será una  investigación 
documental actualizada y puntual de la aplicación de las 
medidas o procedimientos alternos para la resolución 
de conflictos penales en el período del 2020 al 2021 en 
Honduras; aportando conocimiento actualizado y de be-
neficio para los países donde se ejecuta la investigación 
para, con los resultados, promover acciones de mejorar 
y profundizar la cultura social e institucional de la im-
plementación de los procedimientos alternativos para la 
resolución de los conflictos penales. 

5. Limitaciones

En la presente investigación sobre las medidas alternas 
para la resolución de conflictos, después de 30 años de la 
Reforma de la Justicia Penal en América Latina en Hon-
duras, en el período del 2020 al 2021,la única limitante 
que se encontró fue el acceso a la información estadísti-
ca adecuada, debido a la escasa cantidad de información 
a nivel nacional que existe referente a los métodos alter-
nos de resolución de conflictos, y  especialmente al ac-
ceso restringido para la ciudadanía en general a esta in-
formación, por parte de las instituciones del Estado de 
Honduras, siendo en su mayor parte exclusiva para los 
funcionarios públicos. Es importante enfatizar en que se 
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les da poca importancia a las medidas alternas de solu-
ción de conflictos, haciendo más difícil su obtención es-
tadística en la republica de Honduras. La investigación 
se limita a la información estadística extraída de la Uni-
dad de Estadísticas del Centro Electrónico de Documen-
tación e Información Judicial, el cual es el encargado de 
como misión sistematizar y divulgar, en forma continua 
y actualizada por medio de la elaboración de informenes 
estadísticos de los Órganos jurisdiccionales a nivel na-
cional,  para contribuir a la transparencia, la formación 
de doctrina y la seguridad jurídica del país y preparar a 
los operadores de justicia, litigantes, sociedad civil y es-
tudiantes de derecho respecto a la importancia del co-
nocimiento y utilización de la jurisprudencia nacional. 

6. Preguntas directrices

•	 ¿Cuáles son las legislaciones, decretos y normativas 
vigentes que regulan la aplicación de las medidas o 
procedimientos alternos para la resolución de con-
flictos penales en Honduras?;

•	 ¿Qué son las medidas o procedimientos alternos para 
la resolución de conflictos penales, en el marco del 
Derecho procesal penal en Honduras?;

•	 ¿Cuál es el fundamento y naturaleza de cada medida 
o procedimiento o mecanismo alterno para la reso-
lución de los conflictos penales, en el marco del De-
recho procesal penal en Honduras?;

•	 ¿En qué tipo de documento (actas, contratos, etc.) se 
dictamina la aplicación de los mecanismos de reso-
lución del conflicto penal en Honduras, en el perío-
do 2020-2021?;
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•	 ¿Cuál es el número de casos en los que se aplicó me-
didas o procedimientos alternos para la resolución de 
conflictos penales en Honduras, en el período 2020-
2021?;

•	 ¿Qué soluciones propones para el incremento del 
uso de medidas o procedimientos alternos para 
la resolución de conflictos penales en Honduras? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



29

Eva Amaya Torres

 
7. Variables (operacionalización de variables)

Objetivos específicos Preguntas 
orientadoras

Fuente de información Instrumento

Presentar las 
legislaciones, 
decretos y 
normativas vigentes 
que regulan la 
aplicación de 
las medidas o 
procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales en 
Honduras.

¿Cuáles son las 
legislaciones, 
decretos y 
normativas vigentes 
que regulan la 
aplicación de 
las medidas o 
procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales en 
Honduras?

Leyes y Normativas 
vigentes.

Análisis 
documental

Estudio de 
casos

Describir las 
medidas o 
procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales, en 
el marco del Derecho 
procesal penal en 
Honduras.

¿Qué son las 
medidas o 
procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales, 
en el marco del 
Derecho procesal 
penal Honduras?

Leyes y Normativas 
vigentes.

Actas judiciales

Documentos referentes 
a las acciones 
judiciales.

Análisis 
documental

Estudio de 
casos

Explicar el 
fundamento y 
naturaleza de 
cada medida o 
procedimiento o 
mecanismo alterno 
para la resolución 
de los conflictos 
penales, en el marco 
del Derecho procesal 
penal en Honduras.

¿Cuál es el 
fundamento y 
naturaleza de 
cada medida o 
procedimiento o 
mecanismo alterno 
para la resolución 
de los conflictos 
penales, en el 
marco del Derecho 
procesal penal en 
Honduras?

Leyes y Normativas 
vigentes.

Actas judiciales

Documentos referentes 
a las acciones 
judiciales

Análisis 
documental

Estudio de 
casos
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8. Marco contextual

Del sistema de justicia inquisitorial a la 
acusatoria con tendencia inquisitorial

En la región, desde inicio de los años noventa, coinciden-
temente con el señalamiento del profesor de la Universi-

Indicar en qué 
tipo de documento 
(actas, contratos, 
etc.) se dictamina 
la aplicación de 
los mecanismos 
de resolución del 
conflicto penal en   
Honduras, en el 
período 2020-2021.

¿En qué tipo de 
documento (actas, 
contratos, etc.) 
se dictamina la 
aplicación de los 
mecanismos de 
resolución del 
conflicto penal 
en   Honduras, en 
el período 2020-
2021?

Estudios y análisis 
documentales 
realizados 
previamente

Revisiones 
estadísticas 
de los Centros 
Penitenciarios

Identificar el número 
de casos en los que 
se aplicó medidas 
o procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales 
en Honduras, en el 
período 2020-2021.

¿Cuál es el número 
de casos en los que 
se aplicó medidas 
o procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales 
en Honduras, en 
el período 2020-
2021?

Estudios y análisis 
documentales 
realizados 
previamente

Revisiones 
estadísticas 
de los Centros 
Penitenciarios

Proponer soluciones 
para el incremento 
del uso de medidas 
o procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales en 
Honduras.

¿Qué soluciones 
propones para el 
incremento del 
uso de medidas 
o procedimientos 
alternos para 
la resolución de 
conflictos penales en 
Honduras?

Leyes y Normativas 
vigentes.
Actas judiciales
Documentos referentes 
a las acciones 
judiciales

Análisis 
documental y 
triangulación 
de la 
información.



31

Eva Amaya Torres

dad de Múnich, Bernd Schunemann (1991) en su trabajo 
La Marcha Triunfal del Procedimiento Penal America-
no en el Mundo, inició la reforma de la justicia penal, “la 
gran reforma del siglo XX”, como le denominó la comu-
nidad de académicos. 

Esta reforma implica la transformación del Sistema 
de Justicia Penal en cada uno de sus componentes, en el 
área de la investigación criminal, la reforma del Código 
Penal, el Código Procesal Penal y la legislación peniten-
ciaria de cada país, entre otras. No obstante, pensamos 
que el impacto de mayor trascendencia se produjo en la 
reforma de carácter procesal penal, no sólo por el cam-
bio de sistema o modelo procesal (del inquisitorial al acu-
satorio), sino también por la fuente de donde se origina 
el mismo. La región asume un modelo propio del siste-
ma jurídico comparado del Common Law y marca dis-
tancia con el europeo continental, del Civil Law, basado 
en la ley escrita. 

El nuevo modelo procesal penal, instaura el mode-
lo acusatorio. El impacto de este modelo radica, entre 
otros aspectos, en la exigencia de que exista una corre-
lación entre la acusación y la sentencia, o como expre-
sa la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de Es-
paña 4/2002, 14 de enero, “nadie puede ser condenado 
por cosa distinta de la que se le ha acusado y de la que, 
por lo tanto, haya podido defenderse”, y segundo, en la 
separación de los roles de las partes que intervienen en 
el proceso. Para que esto pueda ser posible, que el prin-
cipio acusatorio tenga vigencia, la estructura del proce-
so penal de modelo acusatorio, separa con claridad las 
funciones de acusar y juzgar. Lo anterior, sumado a los 
principios del debido proceso y, en especial, al derecho a 
la defensa, que permite al acusado rechazar la acusación 
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que, contra él, en el marco de una audiencia oral y públi-
ca, dominada por el debate contradictorio. 

En este sentido, para Gómez Colomer (2004), el prin-
cipio acusatorio, principio clave en el ordenamiento jurí-
dico procesal penal, significa estas tres cosas:

 “Que no puede existir juicio sin acusación, 
debiendo ser formulada ésta, por persona aje-
na al órgano jurisdiccional sentenciador, de 
manera que, si ni el Fiscal ni ninguna de las 
otras partes posibles formulan una acusación 
contra el imputado, el proceso debe ser so-
breseído necesariamente; Que no puede con-
denarse por hechos distintos de los acusados 
ni a persona distinta de la acusada; y Que no 
pueden atribuirse al juzgador poderes de di-
rección material del proceso que cuestionen 
su imparcialidad”. 

A diferencia del proceso acusatorio, el modelo inquisi-
tivo es el enjuiciamiento penal que responde a la concep-
ción absoluta del poder central, a la idea extrema sobre el 
valor de la autoridad y la centralización del poder; todos 
los atributos que concede la soberanía se reúnen en una 
única mano. El principio inquisitivo consiste en que el 
órgano jurisdiccional desarrolla su actividad en relación 
con uno o varios sujetos que se encuentran en posición 
pasiva respecto de esa actividad, es decir, el juez inicia 
de oficio las investigaciones y lleva el proceso adelante 
respecto de una sola parte (el imputado), frente a la cual 
investiga y dicta sentencia. El juez instructor, como di-
rector y artífice de la investigación, puede acordar todas 
las diligencias que considere convenientes o útiles para 
la comprobación del delito e identificación de los culpa-
bles; las partes personadas en el juicio pueden colaborar 



33

Eva Amaya Torres

en la instrucción pidiendo la práctica de las diligencias 
que estimen oportunas, y que deben, en todo caso, acor-
darse por el juez si las considera conducentes, o no. Otro 
rasgo del proceso penal inquisitivo es el carácter escri-
to de las actuaciones, que permite revisar la cuestión en 
segunda instancia y aún en casación, compensando –y 
limitando– de esta manera los grandes poderes del juez 
inquisidor, que dicta sentencia de primer grado con base 
en sus averiguaciones. 

El modelo procesal acusatorio, en cambio, exige que 
una parte distinta al juez promueva y sostenga una acu-
sación o pretensión punitiva para que pueda iniciar el 
juicio penal y, en su caso, pueda condenarse al acusado. 
En el principio acusatorio el acusador es persona distin-
ta del juez. El Estado separa ambas funciones de acusar 
y juzgar en diferentes sujetos, para evitar que coincidan, 
lo cual permite, como expresan los ingleses, igualdad en-
tre las partes y un juez imparcial.

Características del Sistema Procesal Penal, 
Civil Law y Common Law en América Latina. 

En las Fuentes del Derecho se explica que algunos países 
les otorgan más peso a ciertas fuentes del derecho que a 
otras, y que algunos les ponen más énfasis a las decisio-
nes judiciales que otros. Existen dos principales sistemas 
de derecho en el mundo y la mayoría de los países adop-
tan características de uno o de otro para incorporarlas en 
sus sistemas legales, el Sistema de Derecho Anglosajón 
o Common Law y el Sistema de Derecho Civil.1 

1	 https://ppp.worldbank.org › public-private-partnership
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Los países que adoptan el derecho anglosajón son por 
lo general aquellos que formaron parte de las colonias y 
protectorados ingleses, incluyendo a los Estados Unidos. 
Las características del derecho anglosajón incluyen: No 
siempre existe una constitución escrita o leyes codifica-
das; las decisiones judiciales son forzosas - las decisio-
nes del tribunal de última instancia pueden ser anuladas 
por el mismo tribunal o a través de legislación-; amplia 
libertad de contratación (para contratar) - son pocas las 
disposiciones implícitas en un contrato de ley (sin em-
bargo, las disposiciones que protegen a los consumido-
res privados pueden ser implícitas); generalmente, todo 
está permitido si no está prohibido por ley. 

Por lo general, un sistema de derecho anglosajón es 
menos preceptivo que un sistema de Derecho civil. Por 
lo mismo, un gobierno bien pudiese querer proteger a 
sus ciudadanos mediante legislación específica con res-
pecto del programa de infraestructura que se contem-
pla. Es por eso por lo que hay que dejar sentado todos 
los términos que gobiernan la relación entre las partes 
del contrato en el mismo contrato. El resultado usual-
mente es un contrato más largo que un contrato hecho 
bajo el Derecho civil. 

Los países que se rigen bajo un sistema de Derecho 
civil son típicamente aquellos que fueron colonias o pro-
tectorados franceses, holandeses, alemanes, españoles o 
portugueses, incluyendo varios de Centroamérica y Sud-
américa, asimismo como la mayoría de Europa Central, 
Oriental y Asia del Este. 

El sistema de Derecho civil es un sistema de leyes co-
dificadas. Su origen es el Derecho romano. Las caracte-
rísticas del sistema del Derecho civil son las siguientes: 
Generalmente, existe una constitución escrita basada en 
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códigos de ley específicos (por ejemplo, códigos que cu-
bren el derecho corporativo, el derecho administrativo, 
el derecho arancelario y el derecho constitucional) con-
sagrando derechos y responsabilidades básicas. Sin em-
bargo, el Derecho administrativo tiende a ser menos co-
dificado y los jueces del Derecho administrativo se com-
portan más como jueces del Common Law. Solamente 
las promulgaciones legislativas son consideradas con 
fuerza de ley. Los jueces tienen poco alcance. En algu-
nos sistemas, como Alemania, las publicaciones de cate-
dráticos del Derecho tienen una influencia significativa 
en las cortes. Existe menos libertad para contratar. Por 
ley, hay muchas provisiones implícitas dentro del contra-
to y las partes no pueden contratar fuera de ciertas pro-
visiones. Un sistema de Derecho civil es más preceptivo 
que un sistema de Derecho anglosajón. Sin embargo, el 
gobierno aún debe considerar si se necesita una legisla-
ción específica para que ya sea límite el alcance de cierta 
restricción o de una legislación específica para un sector, 
para permitir el éxito del proyecto de infraestructura2.

Sistema del Derecho comparado al que 
pertenece la legislación procesal penal de 
Honduras.

La reforma de la justicia penal en Honduras surgió para 
reemplazar el modelo Inquisitivo por el modelo Acusato-
rio, para un reconocimiento a los Derechos fundamenta-
les de las personas, con un debido proceso, un juicio jus-

2	 Sources - World Bank Toolkit (2006) - Approaches to Private 
Participation in Water Services, presentation to IFC on Some 
Differences between Civil Law and Common Law in a “nuts-
hell” - Gide Loyrette Nouel 2007 
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to, principios de contradicción y defensa, para un retor-
no a la democracia, principio in dubio pro reo.

MAIER, (2002) ha afirmado lo siguiente:

“El imputado es un sujeto de derechos, cuya 
posición jurídica durante el procedimiento 
se corresponde con la de un inocente, has-
ta tanto sea declarado culpable y condenado 
por sentencia firme, razón por la cual es el 
acusador el que debe demostrar con certeza 
su culpabilidad”. (pág. 452)

El proceso penal acusatorio fue el primero de la his-
toria, surge desde Grecia y Roma, con la necesidad de 
una acusación propuesta por persona diferente al juez.

El modelo inquisitivo no contribuía a proteger las ga-
rantías, los derechos fundamentales, no había un debido 
proceso. El papel del juez era primordial, las audiencias 
no eran públicas, lo que causaba una falta de transparen-
cia, ya que los expedientes eran secretos. Con el modelo 
acusatorio en Honduras, se establece un debido proceso, 
hay audiencias públicas, y principio de contradicción y 
debate, que no estaba presente en el modelo inquisitivo.

El modelo inquisitivo no permitía promover la trans-
parencia, la intervención la hacia el juez de oficio, y sin 
la necesidad de una acusación, el papel importante lo 
desarrollaba el juez instructor y no todas las partes del 
proceso, es decir no existía una repartición de roles en 
el proceso penal, no existiendo imparcialidad por parte 
del juez, ya que realizaba la función de juzgar y acusar y 
existían mayor número de  sobornos y aun en la actua-
lidad siguen sucediendo, pero en menor medida, al igual 
que el imputado ya tiene derecho a promover pruebas, 
derecho a defensa, la prohibición de torturas y tratos de-
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gradantes, que antes con el gobierno militar se daba fá-
cilmente. La función de acusador se le asigno al Minis-
terio público, no recayendo en la misma persona. Tra-
tar de erradicar la corrupción, la falta de transparencia 
y la impunidad en nuestros países es todo un reto. Hay 
un numero demasiado alto de sobornos en el poder ju-
dicial hondureño. 

Entre las mejoras que surgen con la reforma en el país 
de Honduras, podemos empezar por edificación para un 
Estado de Derecho, hay un debido proceso, por ende, un 
mayor respeto a las garantías individuales de las perso-
nas, sin dejar de lado las transformaciones normativas 
e institucionales. Creación de nuevos órganos, como el 
Ministerio Publico; existen los principios de Oralidad y 
publicidad, antes el procedimiento era totalmente escri-
to, y otros principios como los de contradicción y defen-
sa que les permite a las partes igualdad de oportunida-
des para sus alegaciones y defenderlas, Igualdad de armas 
procesales de las partes. Antes de la reforma en Hondu-
ras, no existían audiencias públicas y no daba oportuni-
dades para el acusado de defensa. Y en Honduras había 
demasiados actos de corrupción y personas que no eran 
abogados ejercían las funciones de ellos.

Aun con la reforma de la justicia penal a un modelo 
acusatorio con más derechos para las partes en el proce-
so penal, aún existen ciertas violaciones a los derechos 
fundamentales del acusado, considero que se debe buscar 
un equilibrio para garantizar la protección de los dere-
chos humanos, ya que hasta la fecha se sigue aplicando 
la prisión preventiva como regla y no de manera excep-
cional, a pesar de que existen los MASC3, y siendo es-

3	 Métodos Alternos de Solución de Conflictos 
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tos menos lesivos, son escasamente utilizados. Se deben 
elaborar una propuesta para una mejor aplicación de los 
métodos alternos de solución de conflictos en Honduras, 
para educar a la sociedad de que las penas más severas no 
son la respuesta para disuadir a las personas a delinquir.
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Capítulo II: Marco Teórico 
Estado del Arte

2.1 Fundamentación y naturaleza de las medidas 
o procedimientos alternos para la resolución 
de conflictos en Honduras

Según Cobos Campos, (2018) los métodos alternativos 
de solución de conflictos:

“Constituyen la base del sistema penal acusa-
torio adversarial, en la medida en que pueden 
ser considerados como una especie de muro 
de contención en el cual no solo el sistema 
criminal, sino cualquier otro sistema de jus-
ticia, que tiene de primera mano el contacto 
con el imputado que solicita el acceso pron-
to a la justicia”. (pág. 333)

Los métodos alternos de solución de conflictos, tienen 
su naturaleza en la solución de conflictos por medio de 
procedimientos no adversariales, para lograr desconges-
tionar el sistema de justicia penal, simplificando la reso-
lución del proceso sin dilaciones innecesarias y sin mora 
judicial y carga para el sistema penitenciario hondureño   
evitando así el hacinamiento de cárceles y lograr un me-
nor costo económico y logístico; Desjudicializa los casos 
de bagatela, en delitos de menor importancia; Favorece a 
la resocialización del condenado y la víctima es indem-
nizada. Estos métodos (MASC), constituyen una figura 
nueva en el sistema jurídico penal hondureño, preten-
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diendo crear una nueva cultura en la resolución de los 
conflictos y especialmente por medio de un acuerdo ac-
ceder a la justicia por la paz.

En tal sentido, Gonzales Alvarez, (2000) Afirma que:

“En materia penal, la razón básica por la cual 
deberíamos recurrir en mayor medida a la 
conciliación, debería ser la reconstrucción 
de la paz social, o por lo menos apaciguar el 
conflicto surgido entre las partes y las demás 
personas relacionadas con ellas, a consecuen-
cia del hecho delictivo. Se trata de un concep-
to más amplio que la reparación del daño o 
la conciliación concreta entre el delincuente 
y la víctima”.  (pág. 119)

La audiencia de conciliación se encuentra regulada en 
los diversos procesos jurisdiccionales de distintas mate-
rias desde hace mucho tiempo en una etapa dentro del 
proceso, en la cual se pretende que las partes lleguen a 
una solución conjunta para poner fin a dicho juicio. Si bien 
son pocos los asuntos que se solucionan por esta vía pro-
cesal, lo cierto es que la conciliación es parte del proce-
so y no un procedimiento completamente independiente. 

Cobos Campos, (2018) establece que mediante la Con-
ciliacion:

“Una tercera persona ajena al conflicto auxi-
lia a las partes a encontrar una solución, rea-
lizando propuestas que estas pueden aceptar 
o rechazar. En cuanto a la mediación, se pre-
senta la participación de un tercero denomi-
nado mediador propicia la comunicación y el 
entendimiento de los involucrados para en-
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contrar una solución. La justicia restaurativa 
por su parte, es aplicada principalmente en 
materia penal, y además de buscar la solución 
del conflicto, tiende a la reinserción social y 
recomposición social” (pág. 350).

 En la legislación hondureña cuando se produce la con-
ciliación, el órgano jurisdiccional homologa los acuerdos 
y declara extinguida la acción penal. La extinción de la 
acción penal tiene efectos a partir del momento en que 
el imputado cumple con todas las obligaciones contraí-
das. Teniendo como plazo máximo de un (1) año, duran-
te el cual se suspende la prescripción de la acción penal. 
Lo anteriormente expuesto hace que la audiencia de con-
ciliación llegue a considerarse única y exclusivamente 
como un trámite por el cual se debe transitar para que 
continue el proceso4.

2.2 Características y límites del uso de las de 
las medidas o procedimientos alternos para 
la resolución de conflictos de naturaleza 
penal conforme a la Constitución Política y la 
legislación procesal penal de Honduras.

En el Código Procesal Penal de Honduras, se prevén tres 
métodos de solución alternos: El Criterio de Oportuni-
dad, la Suspensión Provisional del Proceso, y la Conci-
liación. Cada uno se desarrolla con procedimientos di-
ferentes, por autoridades diferentes. La conciliación, es 
mediante la cual un tercero neutral e imparcial procura 

4	 Código procesal penal, Honduras, 1999
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que las partes lleguen a un mutuo acuerdo que sea bene-
ficioso para ambas partes. 

El Codigo Procesal Penal,(1999) establece:

En las faltas, en los delitos de acción priva-
da, y en los de acción pública dependientes de 
instancia particular, siempre y cuando el lími-
te máximo de cualquiera de las penas princi-
pales aplicables al delito cometido sea inferior 
a cinco (5) años, procede la conciliación en-
tre víctima e imputado en cualquier momento 
hasta antes de la apertura a juicio. (pág. 14)

Una vez que es admitida la querella, el Tribunal de 
Sentencia deberá convocar a las partes a una audiencia 
de mediación, la cual deberá celebrarse dentro de los 
diez (10) días siguientes a la fecha del auto, por un fun-
cionario judicial designado por el tribunal. Si se llega a 
la mediación durante la audiencia, se emitirá una deses-
timación final.5

En la legislación hondureña vigente, un juez, a solici-
tud del Ministerio Público, puede autorizar una suspen-
sión condicional de la persecución penal (MASC) cuan-
do: la pena promedio aplicable al delito no exceda de cin-
co (5) años; el imputado haya no haber sido previamente 
condenado por delito o falta; y, la naturaleza o forma de 
la conducta, los antecedentes del imputado y los moti-
vos que le impulsaron a cometer el delito, de modo que 
el juez tenga la certeza de que no corre peligro. La so-
licitud del Ministerio Público debe contener: datos que 

5	 Código procesal penal, Honduras, 1999
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identifiquen al imputado, el delito de que se trata, la pena 
aplicable, la justificación de la suspensión.

Antes de hacer una solicitud, el Ministerio Público 
debe verificar que la víctima y el acusado hayan acor-
dado reparar el daño o que el acusado esté formalmente 
obligado a reparar el daño. La solicitud debe presentar-
se antes de que comience el juicio. Otro método de re-
solución de conflictos utilizado en la legislación hondu-
reña es el principio de azar. Según Jorge Kent, la liber-
tad condicional reemplaza las prisiones sin aumentar las 
prisiones para evitar un aumento de la población carce-
laria y aumentar el número de casos para los encarcela-
dos. Una oportunidad de superar el muro correccional.

En este sentido para Gonzales Alvarez, (1993) el prin-
cipio de Oportunidad:

“Trata de establecer reglas claras para pres-
cindir de la acusación penal, frente a casos 
en los cuales ordinariamente debía acusarse 
por un aparente hecho delictivo. Este siste-
ma ha sido tradicionalmente seguido como 
regla en los países de tradición jurídica an-
glo-americana, pero también es adoptado, al 
menos como excepción al principio de obli-
gatoriedad, en algunos países europeos, en-
cabezados por Alemania”. ( pág. 6)

Para Inoa Lazala, (2010) tal es la relevancia de la apli-
cación del Principio de Oportunidad:

“Descongestiona considerablemente los tri-
bunales, contribuyendo una mayor eficiencia 
en la tarea de impartir justicia, disminuye en 
gran, medida la cantidad de presos preven-
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tivos, agilizando los procesos, fomenta una 
mayor participación de la sociedad en las ac-
tividades a la rehabilitación de quien delin-
que”. (pág. 9).

El Ministerio Público hondureño, en la aplicación del 
Criterio de Oportunidad, podrá abstenerse de ejercitar to-
tal o parcialmente la acción penal, en los casos siguientes:

Cuando la pena aplicable al delito sea leve o menos 
grave, la afectación del interés público sea mínima y, de 
los antecedentes y circunstancias personales del impu-
tado, se infiera su falta de peligrosidad; Cuando el im-
putado haya hecho cuanto estaba a su alcance, para im-
pedir la consumación de los efectos del delito, si de los 
antecedentes y circunstancias personales del imputado, 
se infiera su falta de peligrosidad. Cuando el imputado, 
su cónyuge o la persona con quien hace vida marital o 
un pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad o de adopción, haya sufrido, como 
consecuencia directa de un delito culposo, un daño físi-
co o moral grave; Cuando la pena a aplicar por un delito, 
sea de menor importancia en comparación con la que se 
le impuso o se le debe imponer a la misma persona por 
otro delito conexo; y Cuando se trate de asuntos de de-
lincuencia organizada, de criminalidad violenta protago-
nizada por grupos o bandas de delincuentes, o de delitos 
graves de realización compleja que dificulte su investi-
gación y persecución y el imputado colabore eficazmen-
te con la investigación, para evitar que continúe el delito 
o se perpetren otros, ayude a esclarecer el hecho inves-
tigado u otros conexos o proporcione información útil 
para probar la participación de terceras personas, siem-
pre que la acción penal de la cual se trate, resulte más 
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leve que los hechos punibles cuya persecución facilita o 
cuya continuación evita.6 

6	 Código procesal penal, Honduras, 1999
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Capítulo III: Diseño 
Metodológico

3.1 Tipo de investigación

La presente investigación es de tipo descriptivo docu-
mental, con un enfoque cuantitativo basado en la línea de 
Investigación del Derecho Procesal Penal, con un análi-
sis dogmático de las leyes relacionadas a la práctica y las 
estadísticas actualizadas de los casos en los que se apli-
caron medidas o procedimientos alternos para la resolu-
ción de conflictos penales. Será de corte transversal, en 
dónde se presentará de manera descriptiva documental 
la aplicación de estas medidas en un contexto de refor-
ma de la justicia penal en América Latina, y su compor-
tamiento en el período del 2020 al 2021.

3.2 Población y muestra

La población investigada en este estudio, son todos los 
casos en los cuales se les ha aplicado medidas o procedi-
mientos alternos para la resolución de conflictos pena-
les en Honduras, y la muestra que se investigará, son to-
dos los casos registrados en los cuales se les ha aplicado 
medidas o procedimientos alternos para la resolución de 
conflictos penales en Honduras, en el período 2020-2021.



3.3 Técnicas e instrumentos para el 
procesamiento de datos y análisis de la 
información.

Análisis documental

Se realizará un análisis jurídico dogmático documental 
de las Leyes de Honduras, referentes a la legitimidad del 
uso de las medidas o procedimientos alternos para la re-
solución de conflictos penales en Honduras, el periodo 
2020-2021.

3.4 Confiabilidad y validez de los instrumentos

Validación de instrumentos por expertos.

Los profesores directores de la investigación, expertos 
en el tema, revisarán los instrumentos que se utilizarán 
para recopilar la interpretación dogmática de las leyes 
aplicadas a este estudio.

Triangulación de información.

Se realizará una triangulación de la información entre 
el análisis de la legislación y normativas vigentes en el 
análisis documental, y la aplicación de la ley en los ca-
sos registrados en los cuales se aplicaron las medidas o 
procedimientos alternos para la resolución de conflic-
tos penales en el período del 2020 al 2021 en Honduras.
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3.5 Procedimientos para el procesamiento de 
datos y análisis de la información.

Se realizará un análisis documental de las referencias in-
vestigadas, el estudio de las leyes vigentes sobre el uso 
de las medidas o procedimientos alternos para la reso-
lución de conflictos penales y se realizará una compara-
ción con la práctica, para identificar si se está dando un 
correcto uso de esta, para luego brindar sugerencias o 
recomendaciones en su implementación.
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Capítulo IV: Hallazgos del 
análisis de la aplicación de 
las medidas o procedimientos 
alternos para la resolución de 
conflictos penales en Honduras, 
en el período de 2020 al 2021, en 
el contexto de reforma de la 
justicia penal de América Latina.

4.1 El papel de las medidas o procedimientos 
alternos para la resolución de conflictos 
penales, en el marco del Derecho procesal 
penal (la acción, la jurisdicción y el proceso) 
en Honduras.

Las instituciones fundamentales del derecho procesal son 
la acción, la jurisdicción y el proceso.

Para Pedraz Penalva, (1990) la mejor definicion de la 
funcion jurisdiccional es:

“La ejercida con carácter exclusivo por los 
jueces y tribunales, aplicando las normas ju-
ridicas en los juicios civiles, penales y con-
tencioso administrativos, juzgando de  modo 
inmutable y ejecutando lo juzgado” (pág. 58)

El derecho a la acción es la facultad para acudir a los 
Órganos jurisdiccionales; La acción penal inicia por me-
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dio de la acusación, en los delitos de acción privada inicia 
con la Querella, y en los delitos de acción pública, inicia 
con la denuncia. Los titulares de la acción pública son el 
Ministerio público, la víctima y cualquier persona natu-
ral y jurídica, y en los casos de acción privada es titular 
de la acción exclusivamente la víctima.

La extinción de la acción penal puede ser por varios 
motivos, por muerte del acusado, por prescripción, por 
cosa juzgada, por amnistía, por desistimiento, por perdón 
de la víctima y por la aplicación del principio de oportu-
nidad, en el cual el Ministerio Publico no ejerce la acción 
penal, en la legislación se puede aplicar como la Suspen-
sión de la persecución penal, la conciliación o presiden-
cia de la acción, o sobreseimiento.  (Cesar, y otros, 2005)

El Ministerio público se puede abstener de ejercer la 
acción penal en los casos de la colaboración del impu-
tado y en la perdida de importancia de la pena. Cuando 
sean hechos que no afecten el bien jurídico protegido de 
gran manera o cuando el imputado haya sufrido un mal 
físico o psíquico, a consecuencia del hecho ilícito, casos 
que conllevan una pena natural, Cuando lo justifique la 
persecución de delitos más graves o el imputado colabo-
re en la investigación o la persecución de delitos como 
Narcotráfico, Crimen Organizado o terrorismo, cuando 
sean hechos que no afecten el bien jurídico protegido de 
gran manera7.  Con respecto a la privatización de la jus-
ticia penal, podemos decir que tiene un impacto positivo 
en la sociedad, ya que, en los casos de Bagatela o hurto 
menor, se puede resolver el conflicto de una manera más 

7	  Crisóstomo Cesar, Vega Gustavo, Chirino Alfredo, Houed Ma-
rio, Moreno María, Arauz Manuel, Manual de derecho penal ni-
caragüense,2005, Tirant Lo Blanch.
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humana, expedita, pragmática y eficaz, sin tener que acu-
dir a la burocracia de los medios adversariales y evitan-
do el congestionamiento de los juzgados y tribunales de 
la república. El fiscal, deberá investigar de igual manera 
tanto los hechos que conduzcan a la culpabilidad del im-
putado, como los hechos que lo eximan de responsabili-
dad; Primeramente, debiendo decidir si el hecho es pu-
nible o no para ejercer o no la acción penal. 

En el caso de Honduras, en la Audiencia Inicial se debe 
efectuar una mínima actividad probatoria con finalidad 
de aportar indicios para resolver, y en caso de que el he-
cho imputado no se realizó, o que no se le pueda atribuir 
al imputado, el fiscal dirige la solicitud al juez para que 
emita el auto de sobreseimiento; y en el caso de que el 
término medio de la pena no exceda de 5 años, se puede 
utilizar otro método de resolución de conflictos como lo 
es la Suspensión de la persecución penal, pero la solicitud 
deberá presentarse hasta antes de la apertura a juicio8. 

4.2 Cantidad de casos en los que se aplicó 
medidas o procedimientos alternos para la 
resolución de conflictos penales en Honduras, 
en el período 2020-2021 y la documentación 
en la que se emitió el dictamen.

La información estadística para plasmar la cantidad de 
casos en los que se aplicó medidas o procedimientos al-
ternos para la resolución de conflictos penales en Hon-
duras, en el período 2020-2021, en la presente investiga-
ción se obtuvo del Boletín Estadístico “El quehacer ju-

8	  Código Procesal Penal, Honduras, 1999
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risdiccional en cifras”  durante el año 2020. El Boletín 
Estadístico 2020, es una publicación que tiene como ob-
jetivo poner a disposición de los funcionarios y ciudada-
nía en general la información actualizada y resumida de 
los Órganos jurisdiccionales respecto a los casos some-
tidos a su conocimiento (Benavides, 2020).  

En la presente investigación se hizo uso de la Unidad 
de Estadísticas del Centro Electrónico de Documenta-
ción e Información Judicial, la cual es una de las 6 unida-
des del CEDIJ . El cual tiene como objetivo la elabora-
ción de informenes estadísticos para facilitar el análisis 
y difusión de la información generada por los Órganos 
jurisdiccionales a nivel nacional, con el fin de contribuir 
con la transparencia institucional y la seguridad jurídi-
ca de Honduras. La unidad de Estadísticas es responsa-
ble de la recopilación, procesamiento, análisis y difusión 
de la información estadística generada por los órganos 
jurisdiccionales a nivel nacional, a fin de que contribu-
ya a mejorar la toma de decisiones y controlar el rendi-
miento de los mismos.

El CEDIJ tiene la función de sistematizar y divulgar 
en forma continua y actualizada la documentación e in-
formación del quehacer jurisdiccional, mediante proce-
sos de investigación y proyección, técnicas modernas y 
medios electrónicos, contando con un equipo de traba-
jo altamente calificado. Su función es Recopilar, clasifi-
car, analizar, digitalizar y publicar la información sobre 
el quehacer jurisdiccional del Poder Judicial para satis-
facer las necesidades de los operadores de justicia, pro-
fesionales del Derecho, docentes, estudiantes y la socie-
dad en general e Integrar los servicios de organización 
y consulta de documentación e información institucio-
nal. Ofrecer productos y servicios que contribuyan a la 
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transparencia, a la formación de doctrina legal y a la se-
guridad jurídica . 

Delitos de Flagrancia

En los casos de Flagrancia del año 2020 a nivel nacional 
en los juzgados de letras penales, se ingresaron un to-
tal de 699 casos, de los cuales resultaron 149 sentencias 
condenatorias por procedimiento, 30 condenatorias y 20 
absolutorias, 137 sobreseimiento definitivo, 126 concilia-
ciones, 17 Suspensiones condicionales de la persecución 
penal y 14 por otras, obteniendo como total 493 resolu-
ciones judiciales. 

Delitos contra la Libertad Sexual cometido 
contra mujeres

En los delitos por Violación, en el periodo del 2020, se 
ingresaron 153 casos obteniendo resolución en 143 de 
ellos, se obtuvo 22 sentencia condenatoria por procedi-
miento abreviado, 38 sobreseimiento definitivo, 21 so-
breseimiento provisional, sin ninguna Suspensión con-
dicional de la persecución penal, ni ninguna concilia-
ción; En los delitos por actos de Lujuria, se ingresaron 
109, de los cuales 16 se dictó sobreseimiento definitivo, 
19 sobreseimiento provisional, 1 conciliación y ninguna 
suspensión de la persecución pena; En los casos de Es-
tupro se ingresaron 7 casos, de los cuales uno se Conci-
lio y 1 se dictó una Suspensión condicional de la perse-
cución penal, 10 sobreseimiento definitivo y 4 sobresei-
miento provisional; En los casos de Explotación sexual, 
Proxenetismo, Hostigamiento Sexual, Incesto y Rapto, 
no se obtuvo ninguna Conciliación, ni suspensión de la 
persecución penal en el año 2020.
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Delitos Contra la Vida

En los casos por Homicidio en el año 2020, se ingresa-

ron 28 casos, de los cuales se obtuvo 3 conciliaciones, 7 
sobreseimientos definitivo, 1 sobreseimiento provisional, 
10 apertura a juicio. En los delitos de asesinato en el año 
2020, se obtuvo 13 casos ingresados, de los cuales se ob-
tuvo 2 sobreseimientos y 8 autos de apertura a juicio. En 
los delitos de Parricidio 4 casos ingresados sin resolu-
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ciones, y en los casos de Femicidio se ingresaron 14 ca-
sos de los cuales se obtuvo 4 sentencias condenatorias, 

por el proceso abreviado, 1 sobreseimiento definitivo, 3 
sobreseimiento provisional, 3 autos de apertura a juicio, 
logrando11 resoluciones.

Casos de Violencia Intrafamiliar 

La legislación hondureña define el delito de Maltrato Fa-
miliar a quien ejerce violencia física o psicológica sobre 
su cónyuge, persona con la que tiene una unión de hecho 
reconocida o persona con la que mantenga o haya man-
tenido una relación estable de análoga naturaleza a las 
anteriores aún sin convivencia, o sobre sus descendien-
tes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o 
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Total 272 274 273 44 64 44 1 2 110 4 269 
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afinidad, ya sean éstos parientes propios o del cónyuge 
o conviviente, debe ser castigado con las penas de pri-

sión de seis (6) meses a un (1) año y multa de cien (100) 
a doscientos (200) días o prestación de servicios de uti-
lidad pública a las víctimas por el mismo tiempo (Codi-
go Penal de Honduras, 2017). 

Los delitos de violencia Intrafamiliar fueron los deli-

tos de mayor frecuencia a nivel nacional en el año 2020 
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Total 59 59 48 8 10 4 0 3 21 2 48 
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con el 27% . Las estadísticas se tomaron en base a los 18 
departamentos del país, Se ingresaron 1,433 casos, de los 
cuales se dictaron 112 Sentencias Condenatorias por el 
procedimiento abreviado, 754 Sobreseimientos definiti-
vos, 130 Sobreseimientos Provisionales, 19 Suspensiones 
de la persecución penal, 796 Conciliaciones y 104 Autos 
de apertura a juicio, obteniendo 1,940 resoluciones (las 
resoluciones son más que los casos ingresados, debido a 
que hay de años anteriores).  En los Tribunales de Sen-
tencia a nivel nacional de los 67 casos ingresados por el 
Delito de Violencia Intrafamiliar en el año 2020, se ex-
tinguió la acción penal en 8 casos. 	

En el periodo del 2020 a nivel nacional, se lograron 6 
Conciliaciones por delitos Tributarios.

Juzgados de Letras de lo Penal a nivel 
nacional
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Tabla 1: Ingresos y resoluciones procedimiento expedito para 
delitos en Flagrancia

Fuente: Unidad de Estadísticas, CEDIJ

Tabla 2  Ingresos y resoluciones por tipo Delitos contra la 
libertad sexual cometido a mujeres Año 2020

Fuente: Unidad de Estadísticas, CEDIJ

Tabla 3 Ingresos y resoluciones por tipo, 
Delito contra la vida Año 2020

Fuente: Unidad de Estadísticas, CEDIJ
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Tabla 4 Ingresos y resoluciones por tipo Delito violencia 
intrafamiliar cometido a mujeres Año 2020

Fuente: Unidad de Estadísticas, CEDIJ

4.3 Propuestas para el incremento del uso de 
medidas o procedimientos alternos para la 
resolución de conflictos penales en Honduras.

Para el correcto fortalecimiento e incremento del uso de 
los Métodos alternos de resolución de conflictos se debe 
brindar capacitaciones profesionales, y conferencias inno-
vadoras de los MASC, a todos los jueces, magistrados, y 
todo el personal del poder judicial hondureño y a todos 
los funcionarios de la administración pública. Esto con 
el fin de que se encuentren capacitados para poder utili-
zarlos de la mejor manera, sin vulnerar los derechos de 
las partes en el proceso, y para que se vayan capacitan-
do e innovando con el derecho penal moderno, esto con 
el fin para que puedan resolver dudas en el ejercicio de 
sus funciones y a la vez de que estos se encuentren aptos 
para poder brindar capacitaciones a la población en ge-
neral; Como el derecho va evolucionando constantemen-
te al igual que la tecnología considero indispensable la 
creación de un portal o plataforma digital gubernamen-
tal especializada para capacitar a  todos los empleados  
de las instituciones públicas, y asignarles cierta cantidad 
de cursos obligatorios periódicamente con una puntua-
ción mínima para poder pasarlos y también que cuente 
con juegos, para que la manera de aprender no les resul-
te tan tediosa. La creación de una herramienta o plata-
forma virtual, es con el fin de que los empleados se va-
yan capacitando e innovando con las últimas tecnologías 
y para que tengan un mejor desempeño en sus funciones. 
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Se deben realizar campañas por todos los medios de 
difusión masivo que existen en el país, como lo es la te-
levisión, la radio, por medio de revistas, e internet so-
bre los Medios alternos de resolución de conflictos, para 
darlos a conocer a toda la población hondureña en ge-
neral, y que la sociedad sepa de los múltiples beneficios 
que los métodos alternos aportan, y que la población no 
tenga como creencia que populismo punitivo, con penas 
más altas y mayores sanciones sirven como prevención 
y disuaden a los delincuentes de la comisión de nuevos 
delitos, sino que tengan una visión y conocimiento mo-
derno del modelo penal acusatorio.

Se deben de realización periódicamente foros educa-
tivos, conferencias, video conferencias, seminarios espe-
cializados y cursos profesionales actualizados, con ins-
tructores que se encuentren altamente capacitados sobre 
lo más reciente de los métodos alternos de resolución 
de conflictos, para todos los ciudadanos de toda la repú-
blica de Honduras, para que estos conozcan con mayor 
profundidad los métodos alternos de resolución de con-
flictos; y a la vez se deben brindar foros y convenios en 
todas las universidades de todo el territorio hondureño, 
siendo de carácter obligatorio para los Catedráticos y en 
especial para estudiantes de la carrera de Ciencias Jurí-
dicas de las diferentes universidades de la nación, y a la 
vez que estos hagan un módulo o clínica de los métodos 
alternos de solución de conflictos penales previo a gra-
duarse, esto con el fin de que antes de terminar sus es-
tudios cuenten con una base  sobre los Métodos Alter-
nos Penales, de la misma manera que realizan su prácti-
ca con el derecho civil en los Centros de Conciliación y 
Arbitraje de las diferentes Universidades de Honduras, 
ya que los casos penales no son conciliables en estos cen-
tros de conciliación universitarios.
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Capítulo V: Conclusiones y 
recomendaciones.

5.1	 Conclusiones

•	 Los Métodos Alternos De Resolución de Conflictos, 
son mecanismos que auxilian el sistema judicial, las 
figuras como La Conciliación, La Mediación, La ne-
gociación, El Criterio de Oportunidad, y La suspen-
sión de la persecución penal entre otros. Los MASC, 
son herramientas utilizadas para solucionar diferen-
cias entre las partes sin la necesidad de acudir a mé-
todos adversariales y sin un proceso con dilaciones 
indebidas. Los Métodos Alternos de resolución de 
conflictos, tienen ventajas como ser una reducción 
de la mora judicial, es decir el descongestionamiento 
de los juzgados y tribunales de la república de Hon-
duras, al igual que tendría menos carga el Ministerio 
Público, el cual no cuenta con el personal suficiente 
para la demanda de casos judicializados que existe en 
el país, debido a que tiene un exceso de carga labo-
ral, al igual que los Centros Penitenciarios naciona-
les, se verán beneficiados porque en los delitos menos 
graves, no será necesario acudir a los trámites buro-
cráticos con los procesos tan largos de los métodos 
adversariales y sin el alto coste que le generan a los 
recursos del Estado, sino que los MASC, se rige por 
el principio de economía procesal. El incremento del 
uso de los Métodos Alternos de resolución de con-
flictos, trae una justicia penal más humana para el de-
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lincuente, ya que el abuso de las penas privativas de 
libertad como lo son la reclusión y prisión vulneran 
los derechos fundamentales de la persona humana y 
solo deben ser utilizados en casos excepcionales, el 
abuso de las penas privativas de libertad vulneran los 
principios de intervención mínima (ultima ratio), el 
principio de proporcionalidad, ya que en muchos ca-
sos estas penas resultan completamente despropor-
cionales a la acción cometida y en especial cuando se 
utiliza la prisión preventiva ya que se está vulneran-
do el principio de Inocencia, ya que aún no existe una 
sentencia condenatoria.

•	 El hacinamiento carcelario, es uno de los grandes 
problemas que existe en la actualidad en el país, esto 
debido por el uso excesivo de las penas de prisión y 
reclusión. Mediante un mayor uso de los Métodos 
Alternos De Resolución de Conflictos, se lograría 
una menor cantidad de reclusos en los centros peni-
tenciarios nacionales y así bajarían los altos índices 
de hacinamiento en las cárceles hondureñas. La pri-
sión preventiva no es usada como mecanismo de ul-
tima ratio; El Artículo 178 del código procesal penal 
de Honduras establece la prisión preventiva como la 
privación de libertad que se produzca durante el pro-
ceso, en cumplimiento de la orden emitida por el ór-
gano jurisdiccional competente, hasta que la senten-
cia definitiva adquiera carácter de firme. La prisión 
preventiva es la medida cautelar más severa ya que 
constituye la restricción de un derecho fundamental 
como lo es el derecho a la libertad, antes de la refor-
ma penal en Honduras,  con el sistema inquisitorial 
no era necesario una acusación por lo cual existían 
muchas violaciones a los derechos fundamentales de 
la persona procesada, se encontraba en completa in-



65

Eva Amaya Torres

defensión al no poder defenderse, al no respetarse un 
debido proceso y una acusación previamente, y en el 
cual la prisión preventiva era aplicada como regla y 
no como una excepción en el proceso, y actualmente  
en Honduras, si bien con la reforma el acusado pasa a 
tener más derechos, con un juicio oral bajo los prin-
cipios de inmediación, contradicción, imparcialidad, 
legalidad, el proceso cuenta con una separación de 
roles, un debido proceso, principio acusatorio, y ga-
rantías constitucionales. En la Constitución de la re-
pública de Honduras, se establece que el juicio oral 
debe abrirse solo cuando existan probabilidades de 
que vaya a producirse una condena, contando con su-
ficiente material probatorio para ir a juicio, aun así se 
violentan los derechos de la persona con la medida 
cautelar de prisión preventiva, ya que no existe una 
condena previa y esta resulta como una pena antici-
pada, ya que no se ha declarado su culpabilidad por la 
autoridad competente, vulnerando el principio cons-
titucional de presunción de inocencia.

•	 La privatización del derecho penal, trae como bene-
ficio un papel más relevante para la víctima, ya que 
dejaría de estar en un papel secundario en el cual ha 
permanecido por mucho tiempo, para tener un rol 
relevante en el proceso penal y en la persecución del 
delito, por medio de los MASC, la victima puede ex-
poner sus pretensiones ante la autoridad competente. 
La privatización de la acción penal es un paso avan-
zado en la evolución del del derecho penal moderno, 
muy de acorde a un Modelo Acusatorio y a un Esta-
do de derecho democrático, el ius puniendi le corres-
ponde al Estado, y este debe estar limitado por los 
principios de legalidad, de intervención mínima, sub-
sidiariedad, proporcionalidad, culpabilidad, de huma-
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nidad de las penas, Por medio de la privatización de 
la acción penal se traslada la facultad del Ius punien-
di a la víctima, pero siendo regulada por el legisla-
dor, respetando los principios del debido proceso.  En 
Honduras, aún son judicializados casos de bagatela, 
no siendo estos de mucha relevancia, me parece to-
talmente desproporcional establecer penas de prisión 
como pena, en estos casos de bagatela, pudiendo uti-
lizarse mecanismos de resolución de conflictos como 
la mediación, conciliación, o el criterio de oportuni-
dad, basándose en la legislación procesal penal hon-
dureña, en los que la pena aplicable al delito sea leve, 
la afectación de interés público sea mínimo y que se-
gún los antecedentes  y de las circunstancias perso-
nales del imputado se determine que este no es peli-
groso, o la Suspensión de la persecución penal en el 
casos en que el término medio de los delitos no exce-
da de 5 años, que el imputado no haya sido condena-
do anteriormente por la comisión de un delito o falta 
y que la naturaleza del delito y antecedentes del im-
putado, lleven al juez a la convicción de que el mis-
mo no es peligroso. 

5.2 Recomendaciones

•	 Antes de la reforma de justicia penal, en el Sistema 
Inquisitorial, cualquier hecho delictivo se presumía 
culpable una persona, sin necesidad de una acusación 
previa y como consecuencia se le imponía  la prisión 
preventiva y era procesada o sentenciada incluso por 
delitos que la pena era menor de 5 años, y sin dejar 
de lado que el único costo que traía al Estado, era el 
gasto generado por cada reo, indudablemente un pro-
ceso que se lleva a cabo contra él individuo privado 
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de la libertad y se vulnera en todo momento los prin-
cipios de presunción de inocencia, principio acusato-
rio, principio de intervención mínima o de  ultima ra-
tio. Y sin olvidar que las prisiones, superpobladas e 
insalubres, son verdaderas escuelas del crimen. Los 
presos sin experiencia están ahí para aprender a per-
feccionar sus técnicas, van a aprender nuevas formas 
de delinquir. Luego de la reforma de justicia penal, 
nuestra Legislación establece varios supuestos para 
que se apliquen métodos alternativos de solución de 
conflictos, debería establecerse como regla general 
que los delitos que no excedan de cierta cuantía y que 
no excedan los cinco años de pena de prisión deban 
ser todos conciliables, ya que, debido a los altos índi-
ces de pobreza y analfabetismo en el país, de los de-
litos más frecuentes son contra la propiedad, sin te-
ner el delincuente los recursos económicos para po-
der conmutar la pena y siendo una gran parte de es-
tos delitos de poca importancia social, como los ca-
sos de bagatela, en los que se dan hurto de cosas de 
poco valor, sin tener un gran impacto en la sociedad, 
pero que lastimosamente son casos que aún siguen 
siendo judicializados. Los beneficios de los enfoques 
alternativos para la resolución de conflictos son re-
ducir la congestión en el sistema de justicia penal y 
reconciliar problemas, o enfoques alternativos para 
la resolución de disputas. 

•	 	Uno de los mayores problemas con en el proceso pe-
nal, es que los juicios penales están completamente 
divorciados de los derechos de las víctimas, el papel 
de la víctima continúa siendo secundario a pesar de 
los cambios con la reforma de justicia penal. Las san-
ciones ordenadas por un juez no se llevan a cabo en 
nombre de la víctima, sino que es el Estado por me-
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dio del Ministerio público, el que hace el papel de fis-
cal y busca imponer el castigo para el criminal, con 
el pretexto de que el criminal es un peligro para la 
sociedad. Con la privatización de la acción penal, la 
victima pasa a ejercer el Ius puniendi, para establecer 
sus pretensiones ante el legislador- autoridad com-
petente. Es indispensable que se promuevan los mé-
todos alternos de resolución de conflictos, como una 
manera de colocar a la victimar como protagonista, 
ya que el papel de la víctima solo ha sido más como 
un espectador en el proceso penal y su aporte en los 
juicios es casi inexistente. Con la privatización de los 
procesos penales, la víctima puede solicitar directa-
mente al juez sus pretensiones en el juicio, como ocu-
rre actualmente en el ámbito del derecho privado y así 
evitar el desgaste de recursos humanos y económicos 
para el Estado; Para que el Estado, pueda entonces 
concentrar la mayor cantidad de recursos humanos 
y económicos en investigaciones de delitos graves en 
que tienen implicaciones significativas para toda la 
sociedad y no en casos de Bagatela; Así como evitar 
dilaciones indebidas con largos procesos judiciales, 
mediante sistemas adversariales con trámites buro-
cráticos innecesarios, al sistema penitenciario evitar-
le una sobrepoblación en las cárceles del país. y evi-
tando la mora judicial por la extensa cantidad de ca-
sos que son judicializados, sin contar los juzgados y 
tribunales de la república con los recursos humanos 
suficientes para poder resolver todos casos que son 
judicializados.

•	 Se debe darles un seguimiento a todos los acuerdos 
obtenidos con los MASC, para ver qué tan efectivo es 
su cumplimento, para así garantizar el éxito de todos 
los acuerdos logrados mediante el uso de los Méto-
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dos alternos, y darles credibilidad para que así sean 
aceptados por la población hondureña. Es indispen-
sable que todos los jueces, magistrados y demás per-
sonal destinado a la aplicación de la justicia en el país, 
que se encuentren completamente capacitados y cali-
ficados para aplicar los diferentes métodos alternos 
de solución de conflictos, para que estos hagan el uso 
correctos de los mismos, aplicando el debido proceso 
y siempre sometiéndose a los principios de legalidad, 
y del debido proceso con igualdad de armas proce-
sales para las partes, propio de un sistema acusato-
rio y de un Estado de derecho democrático. A la vez 
es fundamental que toda la sociedad hondureña tam-
bién se encuentre actualizada con todos los MASC, 
por lo cual es indispensable que los métodos alternos 
aparezcan en todos los medios de difusión en el país, 
y que periódicamente por medio del Congreso Na-
cional y del Poder Judicial existan diplomados para 
el estudio de los MASC y foros en universidades de 
todo el país para los estudiantes, para que nadie ale-
gue ignorancia de la ley. Por medio de los métodos 
alternos de solución de conflictos, Se busca la recons-
trucción de la paz social, con medios menos gravosos 
para resolver el conflicto entre las partes. Dándoles 
a las partes, la opción de llegar a un acuerdo benefi-
cioso para ambos y a un menor costo económico, ya 
que es económicamente más elevado llevar un pro-
ceso por la vida judicial.  Y evitando el delincuente 
el estigma de ir a prisión y recordando que la finali-
dad primordial del proceso penal, es la solución del 
conflicto, para lograr una armonización y paz social. 
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